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INTRODUCCION 

El presente es un trabajo preparado sobre la base del Capí­
tulo del mismo título de la obra Grundzüge de Verfassungsrechts 
der Bundesrepub/ik Deutsch/and del tratadista Konrad Hesse (l ). 
Tradicionalmente se ha entendido que siendo la Constitución la 
norma jurídica de más alto rango, la hermenéutica que le es apli­
cable es la tradicional para la interpretación de las normas del or­
denamiento jurídico. Y ello se refuerza con el postulado de jerar­
quía normativa que sitúa, con preeminencia, a la Constitución 
en el vértice superior del ordenamiento jurídico, como se despren­
de la concordancia de los artículos 87 ab initio y 236 de su texto 
legal, y de los artículos XXII del Título Preliminar del Código Ci­
vil de 1936 y 8 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1963. 

Sin embargo, en las modernas corrientes sobre interpreta­
ción en la aplicación y jurisdicción constitucional hán cambiado 
estos tradicionales conceptos que fueron inicialmente sistemati-

( 1) Traducción del capitulo correspondiente de la obra de KONRAD HES­
SE Grundzüge des Verfassungarechts der Bundes republik Deutschland. 
12., neubearbeitete Auflage. Heidelberg, Karlsrehe, C.F. MULLER 
Juristicher Verlag, 1980, pp. 20-34, efectuada por CARMEN VILLAR 
y JAIME NI COLAS MUÑIZ, versión fotocopiada para el Curso Mono­
gráfico de Doctorado, Interpretación de la Constitución, del Dr. EN­
RIQUE ALONSO GARCIA, 83/84, Facultad de Derecho de la Uni­
versidad Complutense de Madrid. Dejo expresa constancia de que el 
presente trabajo constituye una adaptación de la obra citada, donde las 
modificaciones y adiciones son de mi exclusiva responsabilidad. Dicha 
obra está también publicada en Escritos de Derecho Constitucional -
Selección, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1983, pp. 
33-57, con la traducción y la Introducción a cargo del Pro f. PEDRO 
CRUZ VIDALON. 
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zados por Von Savigny y después profusamente desarrollados por 
tratadistas como Francesco Messineo (2). En efecto, ya no se con­
sidera sólo a la Constitución como ese vértice superior del orde­
namiento jurídico, sino que además de norma jurídica es, y por 
sobre todo, norma política continente de principios y postulados 
fundamentales para la organización política, social y económica 
de la Nación, los que por su propia naturaleza y finalidad han de 
tener una vigencia históricamente dinámica, cambiante con el de­
sarrollo del país. De allí que los esquemas de interpretación que 
aporta la dogmática jurídica tradicional resulten estrechos y am­
pliamente superados por una necesidad mucho mayor de aprehen­
der las esencias constitucionales de las que dependerá la estructu­
ración de la Nación (3). Porque aquello de que por la sola redac­
ción, aprobación, promulgación y vigencia más o menos formal 
de las instituciones básicas de la Constitución se obtenga como ma­
temático resultado el que nos encontremos con la plena efecti­
vidad constitucional es falso y no pasa de ser simple literatura. 

La Constitución moldea los pilares básicos de un país, y la 
realidad de éste a su vez condiciona la vigencia constitucional 
en una interacción constante que es importante descubrir y mane-

(2) MESSINEO, Francesco. Conocimiento, Ínterpretación e Integración 
de las normas. La obra del intérprete: técnica, dogmática y sistemáti­
ca del derecho. Aplicación del derecho. 
Mimeo, PUC, Lima, 1977. 

(3) FRANCISCO RUBIO LLORENTE sostiene, a propósito del cambio 
operado en la Teoría de la Interpretación que ha pasado de ser patri­
monio de los civilistas a instrumento de uso corriente de publicistas, 
constitucionalistas y administrativistas; que se presenta una nueva es­
tructura relacional entre la Constitución y la Ley que se pone de re­
lieve con la expresión la Constitución como norma juridica. Sin em­
bargo, acota que esta expresión, retóricamente afortunada, implica 
no sólo una licencia sino una incorrección teórica no exenta de ries­
gos, "pues ni la Constitución es una norma, ni es elemento necesario 
del concepto de norma la generación de obligaciones cuyo cumpli­
miento pueda ser forzado por los Tribunales de Justicia, ni, por úl­
timo, tienen la misma naturaleza o los mismos efectos las normas con­
tenidas en la Constitución ... "; en: ENRIQUE ALONSO GARCIA, 
La Interpretación de la Constitución; Centro de Estudios Constitu­
cionales, Madrid, 1984; Prólogo del Prof. FRANCISCO RUBIO LLO­
RENTE, pp. XVIII-XIX y cit. ( 4). 

324 



jar con acierto de modo permanente. Y también la Constitu­
ción obliga imperativamente a todos, pero la eficacia de su nor­
matividad se caracteriza por principios informadores o inspira­
dores, antes que por mandatos directos, los que contienen dos as­
pectos básicos: diferidos, por lo general, el desarrollo de sus pos­
tulados por medio de la ley; y, excepcionalmente, directos con re­
lación a derechos concretos (como en el caso de los derechos 
fundamentales). 

La hermenéutica tradicional resulta incompleta pues no dis­
tingue aquello, por lo que se ha generado una nueva visión de lo 
que debe ser la interpretación constitucional, y como se intenta 
esbozar en el presente trabajo ( 4). Y esto se ha generado en paí­
ses con control ad-hoc de la constitucionalidad, es decir de justi­
cia constitucional, como en los casos de Austria, Suecia, Italia, 
España y Alemania, con sistemas similares al adoptado por nues­
tra Constitución de 1979 con la implementación del Tribunal de 
Garantías Constitucionales. 

Así, alrededor de la segunda mitad de la década de los años 
cincuenta, aparecen los denominados principios neutrales como 
base de la interpretación constitucional, donde se determina que 
los derechos fundamentales que la Constitución consagra in­
abstracto deben también estar presentes en las relaciones inter­
subjetivas, de modo que la solución del caso concreto no reSulte 
divorciada de los principios fundamentales por un apego allegalis­
mo, al formalismo, donde el resultado puede ser positivamente 
ajustado a ley pero moralmente injusto. Y es que en materia cons­
titucional el texto tiene un valor formal menor que en los demás 
textos normativos debido a su necesaria ambigüedad o generali­
dad que requiere de una adecuada interpretación y del uso de ins­
trumentos de determinación no necesariamente jurídicos. La in­
terpretación ha de hacerse desde la situación concreta hacia la 
norma constitucional y no en sentido inverso. No es, por tanto, 

(4) "Se ha dicho, ( ... ) y ( ... ) es( ... ) expresión de una idea muy gene­
ralizada, que la Teoría de la Interpretación es hoy el núcleo central de 
la Teoría de la Constitución. Valdría añadir que en la medida en que el 
Estado contemporáneo es precisamente Estado Constitucional, el 
problema de la interpretación es también el problema central de la Teo­
ría del Estado e incluso, me atrevería a decir, en alguna medida, de la 
Teoría del Derecho". Op. Cit., p. XVII. 
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un razonamiento de lógica jurídica lo que debe imperar en la her­
menéutica constitucional, sino una apreciación valorativa, donde 
la norma es el marco de valoración ascendente. Por eso es que el 
tradicional sistema de lógica jurídica como fuente de interpre­
tación deviene inadecuado desde que puede llevar a resultados fa­
laces por obviar aspectos de valor del caso concreto en contra de 
la propia Constitución a la que se pretende servir bien. 

Es con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial en que 
el positivismo cede paso al derecho natural, y se impulsa la axio­
logía como fundamento de la Filosofía del Derecho. Así, los va­
lores se ubican históricamente y se aplican al caso concreto deter­
minado una justicialidad temporaria, pero real. En Alemania se 
desarrolló esto aún más gestándose la teoría del Contrapeso de los 
Valores (Gúterabwagüng) que determinaba la elaboración de un 
juicio abstracto en la labor interpretativa. 

De acuerdo con el 1 er. inciso del artículo 186 de la Consti­
tución Política del Estado, es facultad privativa del Congreso Na­
cional la interpretación de leyes y resoluciones legislativas; pero, es 
evidente que también los Tribunales de Justicia y, por excelencia, 
el Tribunal de Garantías Constitucionales han de interpretar con 
carácter definitivo la Constitución en el cumplimiento de sus fun­
ciones, al resolver los conflictos que se sometan a su conocimien­
to. De una adecuada labor interpretativa no sólo dependerá el que 
estas instituciones sean efectivas, sino la real vigencia constitucio­
nal y, por ende, la mayor adecuación de nuestro modelo de Es­
tado a las estructuras democráticas que los Constituyentes de 
1978 perfilaron. La tarea es, pues, un verdadero reto histórico del 
que dependerá en mucho el afianzamiento de nuestra democracia. 

l. NECESIDAD, SIGNIFICADO Y FINALIDAD DE LA IN­
TERPRETACION CONSTITUCIONAL 

La interpretación constitucional en su sentido estricto que 
aquí se expone, se convierte en necesaria y llega a constituirse en 
problema cuando hay que responder a una cuestión jurídico 
constitucional que no puede decirse de una manera unívoca 
atendiendo sólo a la Constitución. Donde no hay dudas no se prac­
tica -ni es necesaria- ninguna interpretación en sentido estric­
to del término. No en toda traslación a la realidad de las norma-
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tividades jurídico-constitucionales supone interpretación, en tan­
to que el proceso de interpretación constitucional siempre la Cons­
titución resultará actualizada. 

Así, no constituye interpretación, en el sentido estricto del 
término, sino más bien actualización, cuando se lleva a la prácti­
ca el contenido de las normas constitucionales sin que suijan du­
das sobre la constitucionalidad de esa actividad y sin que del pro­
ceso de aplicación acaso siquiera se tome conciencia. Tampoco 
es precisa la interpretación cuando las prescripciones constitu­
cionales son unívocas, a pesar de que aquí se trate de un proceso 
de comprensión estructuralmente sencillo, y por ende, de una in­
terpretación lato sensu. 

Para el Derecho Constitucional la interpretación es de im­
portancia decisiva porque en vista de la apertura y amplitud de 
la Constitución, aparecen problemas interpretativos con mayor 
frecuencia que en otros campos jurídicos, cuyas normatividades 
suelen introducirse más en el detalle. Esta importancia aumenta 
en los casos de ordenamientos con ¡urisdicción constitucional 
desarrollada, como nuestro caso con la implantación del Tribu­
nal de Garantías Constitucionales. 

Si el Tribunal de Garantías Constitucionales interpreta la 
Constitución de modo definitivo para todos (vinculando erga om­
nes con su decisión), entonces el espíritu de esta definitoriedad de 
todos los poderes públicos para con la Constitución se funda y le­
gitima en dicho sometimiento a sus decisiones, y sólo puede hacer­
se realidad en la medida en que las decisiones del Tribunal expre­
sen el verdadero contenido de la Constitución, por más que lo 
hagan en virtud de su particular óptica interpretativa. A pesar de 
que el Tribunal está facultado para imponer obligatoriamente 
este contenido a través de sus fallos, no se sitúa por encima de la 
Con.;;titución, a la que debe su existencia. Para el cumplimiento 
de las tareas del Tribunal y para la vida de la Constitución, es esen­
cial la forma en que se supera la problemática de la interpretación 
constitucional (5). 

( 5) Es de anotar que existe una diferencia muy importante entre, por 
ejemplo, la Constitución peruana y la de la República Federal Alema­
na hacia la cual está escrita la obra de HESSE (o p. cit.). En el primer 
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Finalidad de la interpretación es encontrar a través de un 
proceso racional y controlable el resultado correcto adecuado a la 
Constitución, fundamentar dicho resultado y de este modo crear 
una previsibilidad y una certidumbre del derecho, y no tan sólo 
decidir por el amor a la propia decisión. 

Esta tarea aparece en el presente sin duda menos dominada 
que nunca. En la judicatura y en amplia parte de la doctrina, un 
positivismo practicado de modo acrítico e inconsecuente junto, 
asimismo, con los esfuerzos realizados para combatir mediante un 
recurso a los valores, igualmente acrítico, han llevado a una cre­
ciente inseguridad. La crítica que reacciona contra todo esto, es, 
pues, acertada. Sin embargo, en la medida en que se pretende res­
porrsabilizar de esta situación de inseguridad a la expansión del 
llamado método de las ciencias del esplritu, -que en modo algu­
no puede identificarse con aquel pensamiento acrítico jerárqui­
co valorativo- y busca salida en un retorno a las reglas interpre­
tativas tradicionales, no se percata de la complejidad del proble­
ma de la interpretación constitucional de nuestros días. 

2. LA INTERPRETACION TRADICIONAL 

2.1 Contenido 

La doctrina tradicional de la interpretación pretende en to­
das sus reglas descubrir la voluntad objetiva de la norma directa­
mente o a través de la voluntad subjetiva del legislador, tomando 
como consideración para ello el tenor literal, los antecedentes his­
tóricos, la coherencia sistemática, y el sentido y finalidad -el 
te/os y la ratio- de la norma (6). De este modo, sin tener en cuen-

caso, el Art. 186 inc. JO. señala que corresponde al Congreso la atribu­
ción de interpretar las leyes (por ende la Constitución, dejando de lado 
la evidencia de que el Tribunal de Garantías Constitucionales y los Tri­
bunales ordinarios de justicia deben efectuar tal ejercicio en el cum­
plimiento de sus funciones. En el caso alemán (como en el español; 
Art. 1.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, Ley 1979, 
de 3 de octubre -B.O.E. 5-X-79) es el Tribunal Constitucional el in­
térprete supremo de la Constitución con fuerza vinculante para todos. 

(6) En este sentido rebasa los elementos de la interpretación de la ley for­
mulados por VON SA VIGNY y calificados como clásicos por FORS-
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ta el problema concreto sujeto a decisión, los hechos de la vida 
deben ser casados con el contenido de la norma de acuerdo con las 
claves silogísticas, y así ha de encontrarse la decisión. En teoría, 
la interpretación -también la interpretación constitucional- con­
siste fundamentalmente en la simple ejecución de una voluntad 
subjetiva u objetiva preexistente en la norma, que a través de aque­
llos métodos, puede descubrirse con certidumbre objetiva, con in­
dependencia del problema a resolver. 

Así, por ejemplo, el Tribunal Constitucional Federal ale­
mán se ha asentado expresamente sobre la base de esta doctrina. 
Aunque no inequívocamente opta por la Teoría Objetiva de la in­
terpretación: "Decisiva para la interpretación legal es la voluntad 
objetivada del legislador que en ella se expresa, tal y como resulta 
del tenor literal de la norma y de su sentido en conjunto. No es 
decisiva por el contrario la opinión de que en el proceso legisla­
tivo sostengan los órganos o sus miembros individuales sobre el 
significado de la disposición. Los antecedentes de una norma co­
bran importancia en la medida que corroboran la. exactitud de la 
interpretación averiguada según los principios indicados, o bien, 
cuando dichos antecedentes solventen dudas que simplemente 
por el camino indicado no podrían ser disipadas". 

A esta meta interpretativa sirven, según ha sentenciado el 
Tribunal: "La interpretación surgida del texto literal de la nor­
ma (interpretación gramatical), la surgida de su contexto (interpre­
tación sistemática), la derivada de su finalidad (interpretación te­
leológica), y finalmente, la procedente de los materiales legisla­
tivos y antecedentes (interpretación histórica)". Ello no es óbice, 
además para que estos diversos elementos interpretativos interac­
túen recíprocamente, complementándose unos en defecto de 
otros, siguiendo su orden prelativo (7). 

THOFF en Umbildung ( ... ) y Zur Problematick der Verfauungsaus­
legung ( ... ), p. 39, a saber: el gramatical, el lógico, el histórico y el 
sistemático; A. HOLLERBACH. Auflosung der rechtsstaatlichen Ver­
fassung; AoR. 85, 1960, pp. 241; cit. por HESSE, op. cit. p. 38, cit. (6). 

{7) BVORFGE 1, 299 (312); confrrmado en BVORFGE 6, 55 (75); etc.; 
Cit. por HESSE; Op. Cit., cit. (7). 



2.2 Limitaciones 

Ya esta inicial aproximación muestra a primera vista las li­
mitaciones de la doctrina tradiciunal. 

La meta de la interpretación sólo. en ciertas condiciones pue­
de consistir en el descubrimiento de una voluntad subjetiva u ob­
jetiva previamente dada en la Constitución. Prescindiendo radi­
calmente de las limitaciones de los fundamentos de esta tesis -que 
se basa, en última instancia, en el dogma jurídico de la voluntad. 
desarrollado por la pandectística del Siglo XIX y asumido por la 
ciencia del Derecho Público de aquel momento, un dogma que por 
sí mismo no posibilita una adecuada comprensión de la Consti­
tución moderna- semejante punto de partida no supone otra co­
sa que el encubrimiento de la situación real. Pues en casos para 
cuya solución la Constitución no contiene regla alguna, es decir. 
en todos los casos de interpretación constitucional, la Constitu­
ción o los constituyentes no han tomado en realidad una decisión, 
sino que simplemente han dado puntos de apoyo más o menos nu­
merosos e insuficientes para la decisión. Donde no se ha buscado 
lo inequívoco, no se puede extraer una voluntad real, sino en todo 
caso una voluntad presumida o ficticia, sin que por encima de es­
tos límites puedan valer de algo cualesquiera fórmulas de conve­
niencia como, por ejemplo, la del sometimiento reflexivo del in­
térprete ( denkender gehorsam). Considerar la averiguación de la 
pretendida voluntad objetiva de la Constitución o la subjetiva del 
constituyente como meta de interpretación, significa, por tanto. 
querer acometer la consecución de algo que no tiene una pre­
existencia real y con ello malograr la problemática de la interpre­
tación de la Constitución ya desde el principio. La interpretación 
sólo puede ser de modo relativo ejecución y no puede ser por en­
tero una subfunción. Debe, ante todo, partir de que su meta no 
tiene una existencia real y previa. 

Tampoco los distintos métodos prelativos de interpretación 
tradicional ofrecen pautas de orientación suficientes. A menudo 
el texto no precisa nada sobre el significado de las palabras y hace 
emerger el problema del cómo se puede precesar dicho significado. 
La interpretación sistemática puede ser manipulada en forma dis­
tinta según se atienda al contexto formal de la ordenación de la 
norma en un determinado punto de la ley o de su contexto mate-
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rial. La interpretación teleológica apenas es algo más que una con­
cesión o carta blanca al intérprete, pues con la regla de que debe 
cuestionarse el sentido de un precepto legal, no se aporta nada al 
problema decisivo de cómo ha de interpretarse ese sentido. Final­
mente, es también imprecisa la relación entre los métodos parti­
culares. Queda abierta pues la cuestión de determinar cuál de ellos 
ha de seguirse en cada caso y tampoco está claro el orden de pre­
cedencia que tradicionalmente se le ha a tribuido, especialmente 
cuando para un mismo caso pe métodos pueden conducir a resul­
tados disímiles. Una prueba evidente de la cuestionabilidad de la 
interpretación tradicional -y que refuerzan las objeciones plan­
teadas- es la observancia de la praxis de la interpretación consti­
tucional donde a menudo el Tribunal de Garantías Constitucio­
nales ha de alejarse de las reglas de interpretación reconocidas 
por la práctica judicial. Al abandonar, total o parcialmente, los 
métodos tradicionales de interpretación, sobre la base y necesi­
dad de recurrir a principios básicos de referencia objetiva e índo­
le jurídica funcional o material, como, por ejemplo, la división 
de poderes y funciones de las distintas instituciones del Estado, 
o el principio general de la unidad de la Constitución, en la medida 
en que en la consideración de los contextos políticos, socioló­
gicos e históricos y de criterio de adecuación de resultados, se po­
drán lograr mejores determinaciones de la norma constitucional. 

Las reglas de interpretación tradicional ilustrarán sólo rela­
tivamente sobre el modo en que el Tribunal de Garantías Cons­
titucionales ha de tomar sus decisiones. Si en lugar de esto emerge 
una larga serie de diversos criterios y sólo de modo relativo pueden 
expresarse principios firmes de su utilización, las razones de ello 
no residen en la falta de corrección jurídica sino en el frecuente 
fracaso de aquellas reglas. La principal limitación de la interpre­
tación tradicional radica en su insuficiencia para reconocer la me­
ta de la interpretación constitucional, pasando por alto la estruc­
tura interna y las limitaciones del proceso interpretativo; de ahí 
que sólo con ciertas reservas pueda llevar a cabo la tarea de una 
interpretación correcta según principios firmes. 

Si frente a estas reglas, la práctica evidencia una inclinación 
hacia una interpretación vinculada a hechos y a problemas, ello 
no sucede por mero azar, sino que será expresión y consecuencia 
de esta misma situación objetiva. Por eso es tanto más necesario 
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rendir cuentas sobre el propio quehacer, no postular un procedi­
miento de formación de la decisión judicial que no sea posible 
observar, sino apegarse a las condiciones, posibilidades y limita­
ciones reales de la interpretación constitucional. 

3. LA INTERPRETACION CONSTITUCIONAL COMO DETER­
MINACION 

La interpretación constitucional es determinación, "concre­
tización" (komkretisierung). Precisamente aquello que no es 
unívoco como contenido de la Constitución debe ser determina­
do con inclusión de la realidad que ha de ser ordenada. Por ello, 
la interpretación jurídica conlleva un carácter creador: el conteni­
do de la norma interpretada se completa en la interpretación (8); 
si duda, el carácter creador lo ostenta solamente en esa medida: 
el quehacer interpretativo permanece ligado a la norma. 

3.1 Condiciones de la interpretación de la Constitución 

La determinación normativa supone una comprensión del 
contenido de la norma a determinar. Esta comprensión no se pue­
de separar de la idea previa que el intérprete lleve a su labor ni del 
problema concreto que hay que resolver en tal tarea. 

3.1.1. El intérprete no puede concebir el contenido de la nor­
ma desde un punto arquimédico fuera de la existencia histórica 
subyacente, sino sólo desde la concreta situación histórica en que 
él se encuentra, en cuyo desarrollo se han ido acuñando sus conte­
nidos de pensamiento y se han concretado su saber y sus prejui­
cios. El intérprete asume el contenido de la norma desde su idea 
previa, que le posibilita contemplar la norma con expectativas 
concretas, extraer un sentido de la totalidad y llegar a un esbozo 
previo necesitado, en un adentramiento de confirmación, correc­
ción y revisión, hasta que se fije de manera inequívoca la unidad 
del sentido como resultado de una aproximación permanente a 
la realidad y al caso concreto. 

(8) Pese a toda la diversidad de los planteamientos y de los modos de tra· 
bajo de la moderna hermenéutica científico-social y de la específica. 
mente jurídica, en esto consisten los puntos en común a una y otra. 
Ver H. G. GADAMER; Wahrheit und Methode, 1965, p. 307; cit., por 
HESSE, op. cit. p. 43, cit. (21). 
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A causa de esta pre-:iuiciosidad de toda comprensión, de lo 
que se trata es no de ejecutar simplemente las anticipaciones de 
la idea previa, sino de tomar conciencia de ella y fundamentarla 
para satisfacer así la exigencia fundamental de toda interpreta­
ción: precaverse contra la arbitrariedad de las ocurrencias y contra 
el carácter limitado de hábitos de pensamiento imperceptibles 
y dirigir así la mirada a las cosas mismas. 

3.1.2. Sólo conceptualmente, pero no en la realidad pode­
mos distinguir una nueva condición de la interpretación de la 
Constitución diferenciable de la que acabamos de ver: el com­
prender, y con él la determinación, sólo es posible a las vistas de 
un problema concreto. El intérprete debe referir a este problema 
la norma que pretende comprender, si quiere precisar hic et nunc 
su contenido normativo. Esta precisión y la aplicación de la nor­
ma en el caso concreto suponen un proceso unitario, no la aplica­
ción a posteriori de algo previamente dado y de carácter general, 
que en principio se entiende por sí mismo, a un supuesto fácti­
co abstracto que se hace casar (fattispecie). No hay ninguna in­
terpretación constitucional independiente de problemas con­
cretos. 

También la captación del problema concreto implica en sí 
una comprensión que depende igualmente de la idea previa del in­
térprete y que requiere por su parte una fundamentación teórica­
constitucional. La Teoría de la Constitución se convierte, por to­
do ello, en condición tanto para la comprensión de las normas co­
mo de los problemas (9). 

3.2 El procedimiento de determinación de las normas 
constitucionales 

El vínculo de la interpretación con la norma a determinar, 
y a su vez con la idea previa del intérprete y cqn el conflicto que 
en el caso concreto ha de resolverse, significa, desde una perspec­
tiva negativa, que no puede haber ningún método de interpreta­
ción autónomo desligado de estos factores; desde una perspecti­
va positiva, que el proceso de. determinación viene dado por el 

(9) Expuesto así, expresamente, por HESSE, Op. Cit. p. 45. 
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objeto de interpretación: la Constitución y el correspondiente con­
flicto en cuestión. Estos criterios deben hallarse por la vía de 
inventio, se han de utilizar sopesando sus pros y sus contras y han 
de fundamentar la decisión con el grado máximo de evidencia y 
convicción (topoi). Al contener estos criterios fértiles y objetiva­
mente adecuadas premisas, posibilitarán la extracción de conclu­
siones que conduzcan a la solución del conflicto, o que al menos, 
colaboren con ello. No obstante, no queda al arbitrio del intér­
prete qué topoi de todos los posibles ha de traer a colación. Por 
una parte, solamente debe utilizar a efectos de determinación 
aquellos criterios que estén relacionados con el conflicto. De 
otro lado. se encontrará avocado a la captación de aquellos ele­
mentos determinadores que proporciona, en su programa y ám­
bito normativos, la norma constitucional de cuya determina­
ción se trata y de aquello que la Constitución comprende como 
directivas para la utilizabilidad, la asignación y la valoración de 
esos problemas con vistas a la solución de los conflictos. 

3 .2.1. Puesto que el programa normativo se contiene esen­
cialmente en el texto de la norma que hay que determinar, por la 
vía de la interpretación literal lo que se ha de captar es un signi­
ficado determinante para la solución del conflicto. En este con­
texto, cobran vigencia los tradicionales métodos interpretativos: 
la literalidad. la historicidad, la autenticidad y la sistema ticidad 
hacen posible la destilación de los elementos determinadores, pu­
diendo particularmente los criterios históricos, auténticos y sis­
temáticos ayudar a precisar las posibles variaciones de sentido den­
tro del margen de jalonamiento que da el tenor literal. El crite­
rio teleológico acierta en verdad a señalar una dirección cuestio­
nadora esencial, pero por sí solo no posibilita ninguna respuesta 
suficiente ya que el sentido y el fin del precepto sólo pueden fi­
jarse inobjetablementc en la medida en que pueden justificarse 
con ayuda de otros elementos. 

3.2.2. Habitualmente la sola interpretación del texto no posi­
bilita una determinación suficientemente exacta. Aquí es insosla­
yable la valoración de criterios acerca del ámbito normativo referi­
do al problema en cuestión: puesto que en las normas constitu­
cionales de lo que se trata es de la realidad de hechos concretos, 
hay que concebir a estos últimos, de acuerdo con el planteamien­
to fijada por el programa normativo, en su forma y peculiaridad 
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objetiva -y con frecuencia también en su forma y particularidad 
jurídicamente moldeada-. Este procedimiento no sólo proporcio­
na elementos adicionales de ulterior determinación y de funda­
mentación racional y controlable, sino que garantiza dentro de 
los límites de la interpretación constitucional- una solución ade­
cuada de los problemas en grado muy importante; significa. pues, 
lo contrario a un normativismo unilateral, frecuentemente conver­
tido en objeto de reproche hacia los juristas. 

3.2. 3 Una significación directriz y delimitativa en lo que 
concierne a la traída a colación, ordenación y valoración de los 
criterios de solución de problemas a elaborar conforme a lo apun­
tado corresponde a los principios de la interpretación constitu­
cional. 

3.2.3.1. Entre estos, figura en primer término el principio 
de la unidad de la Constitución. El contexto y la interdependen­
cia de los elementos particulares de la Constitución fundamentan 
la necesidad de no poner las m iras sólo en la norma particular, 
sino siempre también en el contexto global en el que hay que si­
tuarla; toda norma constitucional debe interpretarse de modo tal 
que se evite su contradicción con otras normas constitucionales. 
Con este principio sólo es compatible una solución que manten­
ga en armonía las decisiones fundamentales de la Constitución y 
libre de toda limitación unilateral. 

3.2.3.2. En estrecha relación con este prinCipio se halla el 
principio de concordancia práctica: los bienes jurídicamente tu­
telados por la Constitución deben coordinarse de tal manera en­
tre sí que cada uno de ellos alcance efectividad. En caso de coli­
sión no debe realizarse uno a costa de otro como producto de una 
ponderación de bienes precipitada o, incluso, de una ponderación 
de valores de signo abstracto ( l 0). Al contrario. el principio de la 
unidad de la Constitución plantea una tarea de optimación : am-

( lO) Es por completo, dice HES SE, inadmisible dar prioridad a los bienes 
socialmente superiores no protegidos constitucionalmente -cuya pre­
sencia puede fundamentarse discrecionalmente- y eludir con ello no 
sólo la unidad de la Constitución, sino la Constitución misma. En la 
medida en que las valoraciones verificadas en una ponderación de bie­
nes están determinadas exclusivamente desde el plano de la Constitu-
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bos bienes deben ser limitados para que así puedan llegar ambos 
a una virtualidad óptima. La fijación de límites debe ser siempre 
proporcionada al caso concreto, sin ir más allá de lo necesario 
para generar la concordancia de uno y otro bien jurídico. Propor­
cionalidad designa, en este contexto, una relación de dos magni­
tudes variables, aquella que responda mejor a dicho cometido de 
optimación, y no una relación entre un fin constante y uno o 
varios medios variables. Esta proporcionalidad se hace clara, por 
ejemplo, en la interacción (11) de libertad de expresión y la ley 
que regula la misma (12). La concordancia práctica se establece 
mediante la correspondencia proporcional de la libertad de expre-

: sión, por una parte, y de los bienes jurídicos tutelados por las 
leyes generales, de la otra. Más allá de lo que sea proporcional 
en el caso particular,. el principio no dice nada; sin embargo, 
en cuanto directiva contenida en la Constitución y, por ende, obli­
gatoria, señala la dirección y determina el procedimiento confor­
me a los que se ha de buscar una solución conforme a la Consti­
tución. La ponderación de bienes está falta de una directiva seme­
jante para sus valoraciones; no le falta sólo un punto de apoyo, 
sino que también incurre en el peligro de abandonar la unidad de 
la Constitución. Lo mismo se puede decir cuando la relación de las 
concesiones y limitaciones de libertades formuladas constitucio­
nalmente se determina en el sentido de una presunción de parti­
da en favor de la libertad (in dubio pro libertate), por lo que no 
es posible vislumbrar en esta presunción un principio de interpre­
tación constitucional) (13). 

3.2.3.3. Otro principio de interpretación constitucional lo 
constituye el de la corrección funcional. Si la Constitución ordena 

ción, un principio de ponderación de valores así entendido se apro­
xima al principio de concordancia práctica; MULLER, Normstruktur 
und Normativitat, pp. 207 y ss.; cit. por HESSE, Op. Cit., p. 48, cit. 
(31). 

( 11) Equívocamente llamado "e {ecto redproco" (según resulta de la tra­
ducción literal al español) al decir de HESSE; Op. Cit., p. 49. 

( 12) Se refiere al Art. Sto. de la Ley Fundamental alemana. 
(13) P. SCHNEIDER lndubio pro libertate. Hundert Jahre deutsches 

Rechtsleben Festschrift zum hundertjiihrigen Bestehen des Deutschen 
Juristentages 11, 1969, pp. 263 y ss., cit. por HESSE. Op. Cit., cit. 
(34). 
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de un determinado modo la correspondiente tarea y la acción con­
junta de los titulares de funciones públicas, el órgano a quien in­
cumbe el cometido interpelatorio debe mantenerse dentro de las 
funciones encomendadas. Por otra parte, a través de la forma y del 
resultado de su interpretación, tampoco debe inducir desplaza­
mientos en el sistema de distribución de las funciones. Esto es 
especialmente válido en lo que atañe a la relación entre el legisla­
dor y el Tribunal de Garantías Constitucionales: puesto que al 
Tribunal de Garantías Constitucionales, frente a lo que ocurre 
con el legislador, sólo le corresponde una función de control, le 
está vedada una interpretación que llevaría a una restricción de la 
libertad creadora del legislador que excedería de los límites mar­
cados en la Constitución o a una creación a través del propio Tri­
bunal en su tarea interpretativa. 

3.2.3.4. Es también un principio de valoración de la rele­
vancia de los puntos de vista elaborados el criterio de la eficacia 
integradora: si de lo que se trata, en lo que concierne a la Cons­
titución, es de la realización y el mantenimiento de la unidad po­
lítica, ello significa entonces la necesidad de, a la hora de resolver 
los problemas jurídico-constitucionales, otorgar preferencia a 
aquellos criterios que operan positivamente en el sentido de esta­
blecer y preservar dicha unidad. Sin duda este éxito no puede ser 
decisivo si sólo se pudiera alcanzar por conductos no estrictamen­
te constitucionales; pues con ello se enervaría la eficacia interpre­
tativa y la labor del intérprete al traspasarse los límites de la inter­
pretación constitucional. 

3.2.3.5. Otro criterio de interpretación constitucional -con­
tenido, sin duda, en buena medida en lo ya anotado- lo consti­
tuye, finalmente, la fuerza normativa de la Constitución. Puesto 
que la Constitución debe ser actualizada, donde las posibilidades 
históricas de esa actualización son dinámicamente cambiantes, 
ha de darse preferencia a la hora de resolver los problemasjurídi­
co-constitucionales a aquellos criterios que, dadas unas circunstan­
cias concretas, procuran a las normas de la Constitución una efi­
cacia óptima en su mejor medida. 

3.2.3.6. Un modo de proceder que corresponda totalmente 
a la peculiaridad de la Constitución, que represente una referen­
cia a los conflictos, que este guiado y limitado normativamente 
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y que sea consciente de la significación de la idea previa, habrá 
de llegar con mayor facilidad a resultados sólidos fundamentables 
y controlables en términos racionales. En verdad, tampoco en el 
Derecho Constitucional la decisión jurídica se deja racionalizar 
hasta sus últimas consecuencias, pero eso puede significar tan só­
lo que de lo que se trata es de lograr una racionalidad factible, 
posible, no un resultado que sea superfluo a la metodología apli­
cada. La corrección de los resultados obtenidos en los métodos 
de determinación de las normas de la Constitución antes expues­
tos no es, pues, una demostración exacta al estilo de las ciencias 
naturales; en el ámbito de la hermenéutica jurídica esta demostra­
ción nunca pasará de ser más que una ficción y una mentira vital 
del jurista, tras la que se ocultarían inexpresados y sin control, los 
verdaderos motivos de la decisión o tal vez, incluso, una decisión 
táctica. Frente a la expectativa de una absoluta corrección que no 
se puede demostrar y que a menudo ni siquiera la ratio decidendi 
parentiza, cobra valor una relativa corrección que ceda a lo limi­
tado de su expectativa pero que, en esta limitación, pueda tornar­
se translúcida, convincente y, al menos hasta cierto punto, previ­
sible. Y lo que se procura no es, ciertamente, tan solo una pieza 
de discurso político, sino también, antes que un quantum de ho­
nestidad jurídica, aún cuando sea de modo limitado, certidumbre 
del derecho o seguridad jurídica. 

3.3 Límites de la interpretación constitucional 

La interpretación siempre se halla vinculada a lago legislado. 
Por ello los límites de la interpretación constitucional se encuen­
tran allí donde no existe ningún mandato obligatorio de la Cons­
titución, donde terminan las posibilidades de una comprensión 
plena de sentido del texto de la norma o donde una solución en­
traría en clara contradicción con dicho texto. 

Pero también aparecen mandatos imperativos que pueden 
contenerse en el Derecho Constitucional no escrito. Puesto que de 
todos modos el derecho no escrito no puede entrar en contradic­
ción con la constitutio scripta, hay aquí el primer e infranquea­
ble límite de la interpretación constitucional. Este límite es pre­
supuesto de la función reacionalizadora, estabilizadora y delimi­
tadora de la Constitución, comprendiendo la posibilidad de una 
evolución constitucional operada por vía de interpretación. Pero 
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se excluye una ruptura constitucional -el apartamiento frente al 
texto en el caso concreto- y una reforma de la Constitución por 
vía interpretativa. Allí donde el intérprete salta por sobre la Cons­
titución, ya no interpreta sino que cambia y transgrede la Cons­
titución, cosas ambas que le están vedadas por el derecho vigen­
te. Aún en el caso de que un problema no se pueda resolver ade­
cuadamente por vía de la determinación, el juzgador, obligado co­
mo está a la Constitución, no dispone de una libre elección de los 
topoi (14). 

Es esta la situación fáctica que limita al pensamiento tópico 
en el Derecho Constitucional, pensamiento que tiene su punto de 
partida en la primacía del problema, y que por ello sólo puede ver 
el texto del precepto jurídico en el marco de topoi intercambia­
bles por principio, así como prescindir de él llegado el caso a la 
hora de la solución de los problemas, con lo que se está rebasan­
do ya los límites de la interpretación. Para la interpretación cons­
titucional se parte de la primacía del texto, éste representa el lí­
mite irrebasable de su actividad. El abanico de las posibilidades 
de comprensión del texto jalona el campo de sus posibilidades 
válidas. En el marco de la interpretación constitucional el méto­
do tópico, pues, sólo puede jugar un papel limitado; y por ello 
tanto más cuanto que el derecho constitucional -entendido 
como el fundamento del orden de su conjunto y que apunta al 
establecimiento de un orden conjuntado- no puede ser com­
prendido puntualmente, a partir del problema aislado, tal y co­
mo sucede en el derecho privado al cual la moderna doctrina ju­
rídica de la interpretación debe el retorno a la tópica. 

4. INTERPRETACION CON ARREGLO A LA CONSTITUCION 

En el reciente desarrollo y evolución del Derecho Constitu­
cional ha ido surgiendo de modo creciente un principio interpre­
tativo, que si bien no presupone ciertamente la existencia de una 
jurisdicción constitucional, debe su formación y su configuración 
práctica en todo caso a la instalación de la justicia constitucional 

( 14) Sin embargo, dice HESSE, así se manifiesta abiertamente EHMKE 
para quien el Tribunal puede apartarse del texto de la Constitució~ 
cuando no se ofrece ningún apoyo para una solución racional del pro­
blema. Op. Cit., p. 52, cit. (40). 
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en la Constitución Política del Estado: el principio de la interpre­
tación con arreglo a la Constitución. ( 15 ). 

4.1 Contenido v fundamentos jurídico-materiales 

Es fundamento de este principio, el que una ley no ha de ser 
anulada si se la puede interpretar en consonancia con la Constitu­
ción. Esta consonancia no existe únicamente en el caso de que la 
ley admita, sin necesidad de recurrir a puntos de vista jurídico­
constitucionales, una interpretación compatible con la Constitu­
ción; cabe también señalar que esta consonancia en el caso de que 
un contenido ambiguo o indeterminado de la ley pueda ser deter­
minado por el contenido de la Constitución. 

En el marco de la interpretación con arreglo a la Constitu­
ción, las normas constitucionales no son, pues, únicamente nor­
mas de aprobación, sino también normas materiales para la deter­
minación del contenido ~e las leyes ordinarias. Por el contrario, 
la interpretación con arreglo a la Constitución no es posible con­
tra el texto y sentido o contra el fin propuesto por el legislador. 
La voluntad subjetiva del legislador no debe ser determinante en 
este sentido, se trata más bien, solamente de que se mantenga al 
máximo de lo que por aquél se pretendió. En ningún caso puede 
anularse una ley cuando no es evidente su anticonstitucionali­
dad y sólo existen dudas a este respecto, por graves que puedan 
ser. 

La idea de hacer valer el principio de interpretación con arre­
glo a la Constitución está únicamente condicio nada a la hora de 
interpretar leyes ordinarias a la observancia del orden v valores 
de la Constitución. El principio encuentra su raíz sobre todo en 
el principio de la unidad del ordenamiento jurídico: por medio 
de esta unidad, las leyes que se han promulgado bajo la vigencia 
de la Constitución han de aplicarse en consonancia con ésta, del 
mismo modo que el derecho precedente -y que continúa vigen-

( 15) H. SPANNER, Die ver{assungskonforme Auslegung in Rechtsprechung 
des Bundesver{assungsgericht. A6R 91, 1966; ( ... ). citado por HESSE. 
Op. Cit. p. 53, cit. ( 42). 
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te- ha de ser adecuado a la nueva situación constitucional. En la 
medida en que el juzgador decida en torno a estos extremos, ha 
de revisar la determinación de la Constitución llevada a cabo por 
el legislador sobre la base de su propia interpretación y de la de 
la ley. 

4.2 Límites jurídico-funcionales 

Debido a esta situación, la interpretación con arreglo a la 
Constitución reviste especial significación jurídico-funcional. Se 
requiere una coordinación de las funciones de los órganos que 
toman parte en el proceso de determinación, cometido este que 
guarda consonancia con el otro cometido de índole jurídico­
material. Esto es válido, por una parte, para la relación de la 
jurisdicción constitucional con la legislación y, por otra, para con 
las restantes jurisdicciones. 

4.2.1. En la relación de la jurisdicción constitucional con la 
legislación se plantea la cuestión de quién es el llamado, en primer 
lugar, para la determinación de la Constitución. Si la interpreta­
ción con arreglo a la Constitución trata de mantener en la medi­
da de lo posible la validez de la ley, el principio general se· mues­
tra desde el punto de vista jurídico-funcional como un principio 
de reserva judicial frente al legislador y como un principio de prio­
ridad del legislador a la hora de determinar la Constitución. El 
legislador democrático disfruta de la presunción de constitucio­
nalidad de su voluntad y su actuación; a él se le encomienda en 
primer lugar la conformación jurídica de las relaciones sociales. 

Al Tribunal de Garantías Constitucionales le está prohibi­
do disputar esta prioridad al legislador provocando con ello un 
desplazamiento de las funciones de las funcionys que les han sido 
asignadas constitucionalmente. En todo caso la prioridad del le­
gislador democrático se adquiere al precio de una reinterpretación 
del contenido de la ley por parte del Tribunal de Garantías Cons­
titucionales; y esta prioridad puede llegar a no tener ningún va­
lor si el precio es demasiado alto, si el contenido que le da a la 
ley en una interpretación con arreglo a la Constitución ya no con­
tiene un minus sino un aliud frente al contenido originario de ley. 
En este caso, el Tribunal interviene en las competencias del legis­
lador con más fuerza incluso que en una anulación, desde el mo-
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mento en que él mismo conforma positivamente su contenido. 
mientras que en la anulación, la nueva configuración de la ley que­
da a cargo del legislador. Cuanto más corrija el Tribunal al legis­
lador, tanto más se aproximará a los límites jurídico-funcionales 
de la interpretación con arreglo a la Constitución. límites que. co­
mo es obvio, difícilmente pueden trazarse con precisión. 

4.2.2. En la relación de la jurisdicción constitucional con las 
restantes jurisdicciones se plantea la cuestión de quién es el desig­
nado en primer lugar a la determinación de las leyes. Tampoco 
aquí es posible una precisión exacta: con el establecimiento de 
los órdenes jurisdiccionales se han de determinar de diversa mane­
ra las normas del ordenamiento jurídico para la solución de los 
conflictos. Si el Tribunal de Garantías Constitucionales se ve im­
pelido a pasar por sobre la interpretación que la Corte Suprema 
de Justicia ha otorgado a la ley, esto es algo que a parece j ustifi­
cado en atención a la conservación de la norma. En todo caso. 
resta la cuestión de hasta dónde puede llegar esa primacía en la 
hermenéutica del Tribunal de Garantías Constitucionales sin hacer 
del mismo, constituido como la más alta instancia del control 
de la constitucionalidad en la privativa justicia constitucional, 
una Corte Suprema también en el orden civil, penal o adminis­
trativo. 

4.3 Incidencia en la interpretación constitucional: interpre­
tación de la Constitución con arreglo a la Ley 

La interpretación con arreglo a la Constitución no plantea 
sólo la cuestión respecto del contenido de la ley a analizar, sino 
también la cuestión respecto del contenido de la Constitución 
por la cual se va a medir la ley. Exige, pues, tanto una interpreta­
ción de la ley como una interpretación de la Constitución. Como 
quiera que tanto el contexto jurídico-material como el jurídico­
funcional apuntan en el sentido de una conservación de la ley, la 
interpretación con arreglo a la Constitución interpretará la norma 
constitucional en cuestión, en la medida de lo posible, en el sen­
tido en que el legislador la ha determinado. La interpretación de 
la ley con arreglo a la Constitución supone, por tanto, en su re­
percusión de modo reflejo sobre la interpretación constitucional, 
una interpretación de la Constitución con arreglo a la ley. De esta 
manera se manifiesta como un principio adicional -mediato, se 
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podría decir- de la interpretación de la Constitución por los tri­
bunales. A un mismo tiempo, esta eficacia confirma la estrecha 
interacción de la Constitución y ley y, con ello, aquella idea de 
unidad del ordenamiento jurídico. 

Madrid, mayo de 1985. 
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